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Barranquilla, marzo primero (1°) de dos mil veintitrés (2023) 

 
RADICACIÓN: 08-001-31-09-004-2023-00013-00 
ACCIONANTE: MARILUZ DALLYS RAMIREZ VARELA 
DERECHO FUNDAMENTAL INVOCADOS: DEBIDO PROCESO 

ADMINISTRATIVO. 
ACCIONADO: UNIVERSIDAD LIBRE y la COMISION NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL – CNSC. 

 
ASUNTO A DECIDIR: 

 
Procede el Despacho a resolver la Acción de Tutela presentada por la señora MARILUZ 
DALLYS RAMIREZ VARELA, en contra de la UNIVERSIDAD LIBRE y la COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC, por la presunta vulneración del derecho 
fundamental al DEBIDO PROCESO. 
 

I. ACCIONANTE: 
 

• MARILUZ DALLYS RAMIREZ VARELA, identificado con cédula de ciudadanía No. 
32.613.262, quien recibe notificaciones en el correo electrónico: marirami10@hotmail.com 

 
II. ACCIONADAS: 

 

• UNIVERSIDAD LIBRE, quien recibe notificaciones en el correo electrónicos: 
notificacionesjudiciales@unilibre.edu.co 

 

• COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC, quien recibe notificaciones en la 
Carrera 12 No. 97-80, Piso 5 de Bogotá D.C. y en el correo electrónico 

respuestasjudiciales@cnsc.gov.co y notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

 
III. HECHOS: 

 

La señora MARILUZ DALLYS RAMIREZ VARELA, presenta Acción de Tutela en contra de 
la UNIVERSIDAD LIBRE y la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - CNSC, por las 
siguientes razones: 
 

• Señala que, de conformidad con la NOTA del numeral 2.4 del Anexo por el cual se 
establecen las condiciones específicas de las diferentes etapas del proceso de selección, 
Unilibre debió publicar en la Guía de Orientación al Aspirante (GOA) de manera detallada 
la forma de calificación de las pruebas escritas. 

 

 
 

• Que la Unilibre, en agosto de 2022, autorizada previamente por la CNSC, publicó en la p. 
34 de la GOA la forma de calificación de las pruebas escritas, utilizando 47 palabras para 
detallar la puntuación decimal truncada e ilustró el asunto con un ejemplo concreto y 
sencillo. 

 

• Alega que para detallar la puntuación directa ajustada no utilizó palabra alguna, no 
presentó simbología matemática o estadística para una ecuación o fórmula concreta, no 
publicó un ejemplo concreto, sino que la puntuación directa ajustada simplemente fue 
nombrada, pero no detallada. 

 

• Expone la forma de calificación anunciada por Unilibre en la GOA: 
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• Dispone que, 5 meses después de la publicación de la GOA, Unilibre comunica 
privadamente los detalles de la puntuación directa ajustad, detalles omitidos en la GOA que 
le fueron comunicados como respuesta a una reclamación. 

 

 
 

• Señala que, Unilibre aplica la calificación con ajuste proporcional a la prueba eliminatoria y 
obtiene el siguiente resultado: 

 

 
 

• Dice que, Unilibre le informa que contra los detalles de calificación omitidos en la GOA no 
procede recurso. 
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• Expone que, CNSC declara que ella “NO CONTINUA EN CONCURSO” para las siguientes 
etapas del proceso de selección, basándose en la puntuación que Unilibre le asigna en la 
prueba escrita de carácter eliminatorio. 

 

• Aporta la imagen que muestra en la plataforma SIMO la declaración de inadmisión: 
 

 
 

• Considera que al Unibre omitir publicar en la GOA los escenarios o métodos de calificación 
para la prueba eliminatoria, incumplió una de las obligaciones de HACER derivada de la 
licitación adjudicada por la CNSC, esta es, presentar en la GOA los escenarios de 
calificación para la prueba eliminatoria, escenarios estos que podrían ser la escala de centil, 
baremo normalizado o no normalizado y/o puntuación directa y que además, de todos estos 
escenarios debió aplicarse el escenario de calificación de mayor favorabilidad para el 
aspirante; todo esto, de conformidad con el numeral 4.2.1. del Anexo Nº1 de la Licitación 
Pública CNSC – LP – 002 de 2022. 

 

• Asegura que la no publicación de los escenarios o métodos de calificación de manera 
detallada en la GOA es una omisión administrativa inexcusable, pues publicar los diferentes 
escenarios o métodos de calificación para la prueba eliminatoria en la GOA es factible, 
aunque no se tenga la data que resulta después que los aspirantes contestan la prueba y 
se puede apreciar que la CNSC publicó en el Anexo de la Licitación los distintos escenarios 
de calificación y la prueba no había sido diseñada, por lo que no publicar en la GOA lo que 
ya estaba publicado en la licitación es una OMISIÓN INEXCUSABLE, considerando que no 
hay argumento que valide esta omisión. 

 

• Alega que en lugar de cumplir con su deber contractual (Anexo de la Licitación) de publicar 
en la GOA los diferentes escenarios de calificación para la prueba eliminatoria, tal como lo 
estableció también la CNSC en el Anexo de condiciones específicas de la Convocatoria, 
Unilibre impuso a la accionante la tarea de buscar la metodología matemática y estadística 
en los documentos de concursos similares sin decir taxativamente cuál de ellos: “se 
aplicarán procedimientos matemáticos y estadísticos utilizados en pruebas con 
características similares”. 

 

• Señala que en el Anexo de la Licitación Unilibre se obliga a la aplicación del escenario de 
mayor favorabilidad para el aspirante; en la GOA, menciona dos tipos de escenario, ellos 
son, puntación directa y puntuación directa ajustada; por principio de buena fe y confianza 
legítima, su expectativa fundada es que se aplicaría la que más puntuación otorgara y su 
puntuación directa es 77.27, su puntuación directa ajustada es 67.55, por lo que obviamente 
la de mayor favorabilidad es la puntuación directa, pero no obstante, las accionadas 
aplicaron la puntuación que menos le favorece y con esta acción irrazonable, arbitraria y 
desproporcionada, vulneraron su buena fe y confianza legítima. 

 

• Indica que si las accionadas afirmaran que la elección del método de calificación específico 
de la OPEC solo puede ser definido después de aplicar las pruebas porque solo así se 
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puede conocer el comportamiento de los datos, dado que el cálculo y posicionamiento de 
los aspirantes en las listas está directamente influenciado por el desempeño de los 
aspirantes que compiten para un mismo empleo, y es así como se establecen los grupos 
de referencia, entonces, hay un problema constitucional con la función pública por parte de 
las accionadas, valga decir que en el debido proceso administrativo toda actuación de la 
administración debe contar con reglas claramente expresadas previamente y publicadas 
detalladamente para el conocimiento de los administrados, es así como se evita la 
discrecionalidad, la arbitrariedad, la desproporcionalidad, y se evita sorprender la buena fe 
de los asociados en el pacto social. 

 

• Que la CNSC y Unilibre deben cumplir con el principio básico y fundamental del derecho 
administrativo. A los entes públicos y sus funcionarios no les es dado hacer lo que no ha 
sido prescrito para su actuación. 

 

• Que si resulta imposible publicar una fórmula o metodología de calificación antes de aplicar 
las pruebas escritas, entonces para no vulnerar los fundamentos y principios que deben 
regir la función pública, dicha fórmula no puede ser aplicada; de hecho, existe otra cantidad 
de metodologías de calificación que podrían servir al mismo propósito de calificar las 
pruebas y ser publicadas detalladamente antes de ser publicadas; conocer detalladamente 
la metodología de calificación antes de presentar las pruebas es un derecho irrenunciable; 
es imperativo detener la vulneración causada con esta metodología de calificación. 

 

• Que de ahí que no debería concederse legitimidad judicial a una actuación administrativa 
que afirme la imposibilidad de ser reglamentada o estandarizada mediante un Decreto 
reglamentario, un Acuerdo de convocatoria o un procedimiento previamente establecido en 
la GOA. 

 

• Manifiesta que si las accionadas afirmaran que el método de calificación específico de la 
OPEC debe tomar en cuenta las necesidades del concurso, relacionadas con el porcentaje 
de provisión de vacantes y número de aspirantes presentes en la aplicación de las pruebas, 
entonces, la buena fe y la confianza legítima del suscrito accionante resulta nuevamente 
vulnerada, pues el Decreto reglamentario del concurso docente y el Acuerdo de 
convocatoria establecen que el desempeño mínimo necesario en la prueba para el cargo 
de rector es de 70.00 puntos; no dice el Decreto reglamentario, tampoco el Acuerdo de 
convocatoria ni la GOA, que mientras más aspirantes se presenten a una misma OPEC, 
más alto debe ser el desempeño mínimo del aspirante, por lo que esa es otra 
discrecionalidad y arbitrariedad de parte de las accionadas. 

 

• Si ella como aspirante logró el desempeño mínimo requerido por el Decreto Reglamentario, 
entonces tiene derecho a ser admitido para las siguientes etapas del proceso de selección; 
ya que en las siguientes etapas podrá remontar algunas posiciones, en el tiempo que 
transcurre para la publicación del acto administrativo definitivo, es decir, la lista de elegibles, 
el número de vacantes aumentará por los fallecimientos, jubilaciones, retiros forzosos, 
retiros voluntarios, incapacidades definitivas; y el número de vacantes aumentará durante 
los dos años de vigencia de la lista de elegibles; y en el hipotético caso que la lista de 
elegibles perdiera vigencia sin que el aspirante logre posesionarse en una vacante, 
simplemente tendrá que aceptarlo. 

 

• Arguye que si las accionadas alegaran el incremento de costos como una razón para no 
admitirla en las siguientes etapas del proceso de selección, entonces se debe tener en 
cuenta que el Decreto reglamentario no establece criterios económicos para determinar la 
cantidad de aspirantes que puedan ser admitidos, tampoco el Acuerdo de convocatoria; 
además, de conformidad con el Acuerdo de convocatoria, el proceso de selección tiene dos 
fuentes de financiamiento, ellas son, los derechos de participación de los aspirantes y los 
aportes del ente territorial. 

 

• Que si los escenarios o métodos de calificación para la prueba eliminatoria no fueron 
publicados oportuna y detalladamente en la GOA, tal como lo anunció el Anexo del Acuerdo 
de Convocatoria y también lo requiere el Anexo de la licitación, entonces el proceso de 
selección no cuenta con una regla de concurso legítima que de manera previa y expresa 
establezca límites al operador del concurso de méritos para de calificar la prueba 
eliminatoria, y al mismo tiempo, informe al accionante qué tratamiento matemático o 
estadístico cabe esperar de manera fundada; luego, resulta discrecional, arbitrario, 
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desproporcionado, e ilegal, la aplicación de un escenario o método de calificación que no 
fue oportunamente publicado, constituye una extralimitación. 

 

• Que la CNSC (2009) se opuso a los aspirantes que interpusieron acción de tutela con la 
pretensión de ser admitidos a las siguientes etapas del proceso de selección mediante el 
promedio de las pruebas escritas eliminatorias y clasificatoria, sin haber obtenido la 
puntuación mínima requerida en la prueba eliminatoria, y demostró que ese promedio no 
estaba expresamente señalado por el Decreto reglamentario del concurso de méritos, 
tampoco en el Acuerdo de convocatoria, y, afirmó que reinaría la ilegalidad sobre el marco 
normativo y legítimo del concurso si se admitieran aspirantes aplicando un promedio no 
establecido en las normas y reglas del concurso. 

 

• Que la Corte Constitucional falló a favor de la CNSC en esa ocasión. (Sentencia T – 945 de 
2009). 

 

• Que en 2023 el caso es que Unilibre como operador del proceso de selección ha calificado 
la prueba eliminatoria con un método que no aparece expresa y detalladamente en el 
Decreto reglamentario, en el Acuerdo de convocatoria y su anexo, tampoco en la GOA que 
es el documento donde correspondía su publicación, por lo que es palmario que está 
actuando de manera ilegal porque toda actuación administrativa debe fundamentarse en 
una regla previa que la establezca y señale los límites de actuación, por lo tanto, es 
conclusivo que el escenario o método de calificación aplicado por Unilibre para determinar 
su puntuación en la prueba eliminatoria constituye una extralimitación. 

 

• En síntesis, el hecho es que CNSC y Unilibre de manera coordinada recurrieron una 
metodología de calificación que no puede publicarse antes de la aplicación de la prueba 
escrita porque requiere que primero se presente la prueba para luego decidir que algoritmo 
le conviene más en función de la cantidad de vacantes disponibles; es decir, se trata de una 
metodología que no puede ser reglamentada de manera previa, una metodología imposible 
de someterse a los principios de publicidad y transparencia del debido proceso 
administrativo; pues con esta metodología que no se puede reglamentar antes de ser 
aplicada, y que no procede recurso después de ser comunicada, jamás se puede cumplir 
con el debido proceso administrativo; y es grave que, contando con un equipo de expertos 
abogados, ambas accionadas decidieran aplicar esta metodología sin reparar en la 
vulneración del debido proceso administrativo. 

 

• Que así las cosas, esta metodología está materialmente viciada y para detener la 
vulneración que causa debe ser anulados los efectos derivados de su ejecución, además, 
para restituir su derecho a ser admitido en las siguientes etapas del proceso de selección 
se debe aplicar la puntuación directa. 

 
IV. ELEMENTOS DE INFORMACIÓN: 

 

• Memorial de solicitud de tutela y anexos.  
 

• Recibida la solicitud de amparo mediante auto adiado 17 de febrero de 2023, este Despacho 
ordenó dar trámite correspondiente de acuerdo al Decreto 2591 de 1991. 

 

• COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC), descorrió el traslado que se le hizo 
del escrito de tutela. 

 

• UNIVERSIDAD LIBRE, descorrió el traslado que se le hizo del escrito de tutela. 
 

V. RESPUESTA DE LAS ACCIONADAS: 
 
5.1. COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC): 
 
El Doctor JHONATAN DANIEL ALEJANDRO SANCHEZ MURCIA en su condición de Jefe de 
la Oficina Asesora Jurídica de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC, 
manifiesta lo siguiente: 
 

• Considera que, la acción de tutela es improcedente, en virtud del principio de subsidiaridad 
previsto en el inciso 3º del artículo 86 de la Constitución Política, según el cual, la acción de 
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tutela «solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial». 
Norma anterior concordante con el numeral 1º del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991.  

 

• Que, la acción carece de los requisitos constitucionales y legales necesarios para ser 
procedente, pues la inconformidad de la accionante frente al concurso de méritos, en 
especial, la etapa de aplicación y calificación de las pruebas escritas que se encuentra 
contenida en los acuerdos reglamentarios del concurso, no es excepcional, precisando que 
en últimas la censura que hace la accionante recae sobre las normas contenidas en el citado 
acuerdo y las normas que lo regulan, frente a lo cual cuenta con un mecanismo de defensa 
idóneo para controvertir el mentado acto administrativo ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, ya sea a través del medio de control de nulidad o nulidad y restablecimiento 
del derecho, razón por la cual, la tutela no es la vía idónea para cuestionar la legalidad de 
dichos actos administrativos. 

 

• Indica que, la accionante no demuestra la inminencia, urgencia, gravedad y el carácter 
impostergable del amparo que se reclama en cada caso concreto; sino que no existe 
perjuicio irremediable en relación con controvertir el acto administrativo desfavorable a sus 
intereses, porque para ello bien pudo y puede acudir a los mecanismos previstos en la ley. 

 

• Señala que, en todo proceso de selección por concurso de méritos, la convocatoria es la 
regla a seguir tanto por la parte convocante como por todos y cada uno de los participantes 
o aspirantes, toda vez que la misma constituye: 

 

“(…) la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades 

contratadas para la realización del concurso y a los participantes, y como tal impone las reglas de obligatoria 
observancia para todos. En ella la administración impone los parámetros que guiarán el proceso y los 

participantes, en ejercicio del principio de la buena fe y la confianza legítima, esperan su observancia y 

cumplimiento. La Corte Constitucional, sobre este particular, ha considerado que el Estado debe respetar y 

observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, porque su 

desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales de nuestro ordenamiento 

constitucional, entre otros, la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las 

legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de auto 

vinculación y autocontrol porque la administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la 

selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra 

previamente regulada”. 
 

• Manifiesta que, los principios de mérito, libre concurrencia e igualdad en el ingreso, 
publicidad, transparencia, especialización de los órganos técnicos encargados de ejecutar 
los procesos de selección, imparcialidad, confiabilidad y validez de los instrumentos, 
eficacia y eficiencia, fue expedido el Acuerdo No. 2136 del 29 de octubre de 2021.  

 

• Establece que, los resultados preliminares de las pruebas de aptitudes y competencias 
básicas y la prueba psicotécnica, fueron publicados el 3 de noviembre de 2022, de ahí que, 
la Comisión Nacional del Servicio Civil mediante aviso publicado el día 27 de octubre de 
2022, notificó a los aspirantes la apertura de la etapa de reclamaciones que se surtió los 
días 4, 8, 9, 10 y 11 de noviembre del mismo año. 

 

• Aclara que, superada la etapa de reclamaciones, mediante aviso publicado el 15 de 
noviembre de 2022 en el sitio web de la CNSC, se informó a los aspirantes que el acceso 
a pruebas se llevaría a cabo el día 27 de noviembre de la misma anualidad y, por ende, en 
consideración a las reglas del proceso de selección, la etapa de complementación a las 
reclamaciones se surtiría los días 28 y 29 de noviembre de 2022, como efectivamente se 
realizó. 

 

• Que, en la etapa de acceso a pruebas los aspirantes tienen acceso al cuadernillo, la hoja 
de respuestas diligenciada y la hoja de respuestas clave (hoja con las respuestas correctas), 
esto para que los aspirantes puedan contar con la información necesaria para que, en caso 
de considerarlo pertinente, complementen la reclamación en los términos señalados para 
ello. 

 

• Manifiesta que, la accionante presentó reclamación en los términos establecidos, situación 
ante la cual la Universidad Libre, operador contratado para la ejecución de pruebas atendió 
la reclamación presentada, comunicando su respuesta a la señora MARILUZ DALLYS 
RAMÍREZ VARELA mediante el aplicativo SIMO el día 02 de febrero de 2023. 
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• Manifiesta que, la inconformidad principal de la accionante se da con relación al método de 
calificación, por cuanto considera que se le vulneran sus derechos al no ser un método para 
ella favorable. 

 

• Que, el método de calificación le fue expuesto a la señora MARILUZ DALLYS RAMÍREZ 
VARELA en la respuesta a la reclamación, mediante la cual la Universidad Libre le indicó: 

 

“Respecto a su solicitud, se le informa que se realizó una confrontación entre el string de respuestas generado 

a partir de la lectura óptica de su hoja de respuesta versus su hoja de respuestas física con el fin de verificar 

que exista total concordancia entre los dos, encontrando una coincidencia del 100 %. 

Así mismo, para el proceso de calificación se le informa que el cálculo de la puntuación se hace teniendo en 

cuenta el desempeño del grupo de referencia (OPEC), que se refleja en los parámetros (proporción de 
referencia) que se usan. Eso quiere decir que las puntuaciones no dependen de la sumatoria de los aciertos o 

del valor de cada uno de los ítems que componen la prueba en la calificación. 

En relación con la calificación de la prueba eliminatoria, se informa que, para el cálculo de la puntuación se 

utilizó el método de calificación con ajuste proporcional. El método está basado en la proporción de referencia 

para cada grupo de aspirantes según la OPEC a la que se inscribieron. 

Tenga en cuenta que la proporción de referencia en su OPEC es: 0.78180 y su proporción de aciertos es: 

0.75454 

 
De esta manera, el cálculo de las puntuaciones mediante el método con ajuste proporcional está 

definido formalmente por: 

 
 

 
 
 
 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, para obtener su puntuación debe utilizar los siguientes valores 

correspondientes a la prueba presentada: 

 

 
 

Por lo anterior, su puntuación en la prueba es 67.55  
 

Para el cálculo de la puntuación tenga en cuenta que la proporción de referencia en su OPEC es 0,50. y su 

proporción de aciertos es 0.85714 
 

 
 

De esta manera, el cálculo de las puntuaciones mediante el método con ajuste proporcional está definido 

formalmente por: 
 

 
 

Donde: 
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Igualmente, la calificación fraccionada clasificatoria corresponde con 50 puntos en la escala de 0 a 

100 que se utiliza para asignar la puntuación al aspirante.  
 

Teniendo en cuenta lo anterior, para obtener su puntuación debe utilizar los siguientes valores 

correspondientes a la prueba presentada: 
 

 
 

Por lo anterior, su puntuación final con ajuste proporcional es 85.71 
 

Con el método utilizado se garantiza que se mantenga la posición dentro del grupo de referencia de 
acuerdo con el número de aciertos obtenidos por cada aspirante. Esta calificación es la que obtiene 

el aspirante y que puede ser obtenida por otros aspirantes que tengan el mismo desempeño”. 
 

• Señala que, con el propósito de desvirtuar la afirmación hecha por la accionante en su 
escrito de tutela, mediante la cual aduce no estar de acuerdo con la calificación en la GOA, 
que el citado documento Guía de Orientación al aspirante Pruebas Escritas publicado bajo 
el marco del proceso de selección N° 2150 a 2237 de 2021 y 2316 y 2406 de 2022 Docentes 
y Directivos Docentes (Población mayoritaria) Zonas Rural y No Rural establece en el 
apartado ¿Cómo se Calificarán las Pruebas?, ubicado en la página 34, lo siguiente: 

 

“La calificación de estas pruebas se realizará por grupo de referencia (…)” y que “Para efectos de 

procesar las respuestas durante la calificación, se aplicarán procedimientos matemáticos y 
estadísticos utilizados en pruebas con características similares, como puntuación directa o 

puntuación directa ajustada” 
 

• Manifiesta que, teniendo en cuenta que existe la posibilidad de escoger el método de 
calificación, se seleccionó el método de calificación por ajuste proporcional, toda vez que 
se consideró que este método era el que mejor se ajustaba a las condiciones del proceso 
de selección. 

 

• Refleja que, el método de calificación por ajuste proporcional transforma la puntuación de 
los participantes incluidos en el grupo de referencia de forma proporcional sin modificar el 
puesto obtenido por cada uno de ellos; es decir, garantizando que cada concursante 
quedará en la misma posición con respecto al grupo de referencia en la que se ubicaría si 
la calificación correspondiera a la sumatoria de los aciertos obtenidos en la prueba. 

 

• Denota que, la accionante al haber aplicado un método de calificación no favorable para 
ella, sobre el que se reitera, se aplicó para todos los aspirantes al proceso de selección, 
considera que se le está vulnerando el derecho al debido proceso, afirmación sobre la que 
es preciso señalar que esa entidad ha actuado en pro de la garantía de la accionante y de 
todos los aspirantes al proceso de selección, situación fácilmente demostrable con la 
publicación de la información a través del sitio web de la CNSC; citación a la aplicación de 
pruebas, posibilidad de presentar reclamación sobre los resultados obtenidos, acceso al 
material de pruebas con la posibilidad de conocer sus aciertos y errores, además del cotejo 
con las claves de respuesta suministradas  por la Universidad Libre e incluso la 
complementación a la reclamación posterior a haber tenido acceso la material de pruebas 
y conocer sus desaciertos. 

 

• Expresa que, participar en el proceso de selección no consigna la obtención de una posición 
meritoria, ni siquiera una posición dentro de la lista de elegibles, pues a los inscritos que 
presentan pruebas les recae solo una expectativa de continuar en el concurso, lo que no 
traduce que el inscrito vaya a obtener un nombramiento, por lo tanto, ante una mera 
expectativa no es posible la vulneración de su derecho fundamental al trabajo, ni mucho 
menos al debido proceso, pues ha sido visto que esa entidad ha garantizado la participación 
de la señora MARILUZ DALLYS RAMÍREZ VARELA en cada una de las etapas ejecutadas, 
protegiendo incluso su derecho a la defensa y contradicción. 

 

• Apunta que, la condición fue prevista en el anexo técnico de los acuerdos del proceso, en 
el que se dispuso en el inciso del numeral 1.1, lo siguiente: 

 

e) Inscribirse en este proceso de selección no significa que el aspirante haya superado el concurso 

de méritos. Los resultados obtenidos en las diferentes pruebas a aplicar serán el único medio para 
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determinar el mérito y sus consecuentes efectos, en atención a lo regulado en el Acuerdo del Proceso 

de Selección 
 

• Advierte que, siendo necesario para su continuidad en el concurso la obtención de 70 
puntos en la prueba de Aptitudes y Competencias Básicas, al haber obtenido un puntaje de 
67.55 la señora MARILUZ DALLYS RAMÍREZ VARELA no cumple con las condiciones 
establecidas en el proceso de selección para continuar en concurso. 

 

• Dice que, la inconformidad principal de la accionante relacionada con la aplicación del 
método de calificación, se precisa que, conforme al Anexo N° 1 de Especificaciones y 
Requerimientos Técnicos de la Licitación Pública CNSC –LP-002 de 2022, el operador 
(Universidad Libre) tenía como obligación elaborar y entregar un documento para la prueba 
escrita que se publicaría en el sitio web de la CNSC para consulta de los aspirantes, 
denominado Guía de orientación al aspirante (GOA), documento que fue publicado el 26 de 
agosto de 2022. 

 

• Denota que, los concursos de mérito siguen la línea de la evaluación de competencias, 
garantizando que el acceso a los empleos públicos se haga exclusivamente de acuerdo con 
los principios de mérito e igualdad, a través de un procedimiento en el que se salvaguarda 
la objetividad y la imparcialidad. 

 

• Expresa que, al diseño de pruebas o instrumentos que evalúan los conocimientos, 
habilidades y capacidades evidenciados en actividades propias y/o hipotéticas del ámbito 
laboral, por lo cual las pruebas construidas direccionan a los aspirantes para que expongan 
las competencias que poseen, que deben tener concordancia con las características 
funcionales de los empleos. 

 

• Revela que, el proceso de calificación logró aportar al cumplimiento del objeto contractual 
del concurso, que persigue la “…Provisión de empleos vacantes del Sistema Especial de 
Carrera Docente…” permitiendo cubrir las vacantes de las 2.439 OPEC ofertadas en un 
99,43 %. Es por ello, que bajo la escala de calificación usada con base en la puntuación 
aprobatoria y teniendo en cuenta el desempeño de los aspirantes en la prueba, se logra de 
forma objetiva determinar el grupo de aspirantes que continúan en el proceso, siempre y 
cuando cumplan con el mínimo aprobatorio establecido. 

 

• Manifiesta que, el método de calificación aplicado (ajuste proporcional, es decir, puntuación 
directa ajustada) permite asignar un valor numérico dentro de la escala definida para la 
convocatoria a partir de la ejecución obtenida por el candidato en la prueba, logrando que 
la distribución de las puntuaciones tenga una correspondencia lineal de tal forma que solo 
aquellos aspirantes con mayor atributo o dominio de la competencia dentro del grupo de 
referencia (OPEC) sean quienes continúen en concurso, siempre y cuando su puntuación 
sea igual o superior al mínimo aprobatorio. 

 

• Demuestra que, en los procesos de evaluación por competencias laborales se utilizan 
diferentes metodologías para medir el dominio en los evaluados, en ese sentido, existen 
pruebas referidas al desempeño de los grupos, que han sido denominadas por los expertos 
como Pruebas Referenciadas a la Norma, metodología que ha sido empleada en los 
procesos de selección para la provisión de empleos públicos en Colombia pues garantiza 
la selección de los mejores candidatos (los que presentan mayor dominio de la 
competencia) toda vez que, este tipo de pruebas confrontan el desempeño de los evaluados 
entre sí, teniendo en cuenta el grupo en el que se encuentra la aspirante, de forma tal que, 
el número de aciertos de todos los evaluados se emplea para calcular la denominada 
proporción de referencia (criterio de ajuste o transformación del puntaje). 

 

• Apunta que, los métodos de calificación que se usan para el presente proceso permiten 
garantizar una provisión adecuada de los empleos convocados, generando las condiciones 
necesarias para que quienes obtengan las puntuaciones más altas en los grupos de 
referencia ingresen a carrera administrativa docente y coadyuven el mejoramiento de la 
calidad educativa, todo ello en pro de garantizar no solo el cubrimiento de las vacantes sino 
la selección de los mejores candidatos, aún más para el empleo en que se postuló la 
aspirante, quienes son los directos responsables de las instituciones educativas y la gestión 
institucional de los establecimientos educativos, y en clara garantía de los derechos de 
todos y cada uno de los participantes promoviendo con ello el logro de verdaderos principios 
axiológicos de la Constitución Política, entre ellos el mérito y la carrera. 
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• Advierte que, el método de calificación definido fue aplicado para todos los aspirantes de la 
Convocatoria, garantizando un tratamiento igualitario. Así mismo, el proceso de calificación 
es realizado posterior a la aplicación de las pruebas porque de manera a priori no se conoce 
el comportamiento de los datos y toda la información necesaria para realizar los cálculos, 
entre ello, el comportamiento de la ejecución, el comportamiento psicométrico de los ítems 
y otros aspectos que son esenciales para el desarrollo de los cálculos, por lo tanto, el 
método satisface el proceso de selección al brindar las listas de candidatos para cubrir las 
vacantes ofertadas. 

 

• Que, el proceso de selección ha sido explicado y detallado al accionante, deben indicar solo 
a modo enunciativo que en el documento denominado análisis del proceso de selección de 
directivos docentes en Colombia 2016, se encontró lo siguiente: 

 

“Durante las audiencias públicas de nombramiento, 34 elegibles de los 134 renunciaron al 

nombramiento y 100 aceptaron. Esto implicó que 1.354 vacantes quedaran sin proveer, es decir el 
92,8% del total. La situación afectó más a las entidades territoriales con mayor número de vacantes, 

como Antioquia, Cauca, Bolívar, Cesar, Tolima y Caldas (Ver Gráfico No.34). Estas vacantes sin 

respuesta fueron provistas temporalmente con candidatos a través de otro sistema de selección, en 
cabeza de las secretarías de educación.”6 “El número reducido de elegibles afectó 

considerablemente la provisión, al punto de cubrir únicamente el 7,1% de las vacantes. (…) 
 

• Manifiesta que, la aspirante lo que pretende es la modificación de su resultado en el marco 
de la aplicación de las pruebas de Aptitudes y Competencias Básicas, frente a la misma, es 
necesario reiterar que, el hecho de que el método de calificación aplicado a todos los 
aspirantes al proceso de selección no hubiere sido favorable para la señora MARILUZ 
DALLYS RAMÍREZ VARELA, no implica en sí mismo la vulneración de sus derechos, pues 
como se ha señalado con la inscripción la aspirante acepta las condiciones del proceso de 
selección, lo que necesariamente involucra la aplicación del método de calificación 
conforme a este tipo de pruebas de selección. 

 

• Relaciona que, la señora MARILUZ DALLYS RAMÍREZ VARELA considera que la 
Universidad incumplió con sus obligaciones, situación contractual que escapa del marco 
constitucional que busca proteger la acción de tutela, por lo que, existiendo mecanismos 
jurídicos idóneos para la resolución de controversias contractuales, tales como el medio de 
control de controversias contractuales, considerado como una vía procesal que contempla 
variedad de situaciones problemáticas que hipotéticamente pueden tener lugar en el ámbito 
de las relaciones de carácter negocial que detente el Estado, por ello se deberá iniciar el 
aparato jurisdiccional en busca de sus intereses, por cuanto los mismos escapan de la 
protección de los derechos protegidos por la acción de tutela. 

 

• Resalta que, ninguno de los actos administrativos que regulan el proceso de selección y 
mucho menos el método de calificación ha sido declarados nulos o suspendidos por orden 
judicial, de hecho, esta entidad no ha sido notificada de la admisión de ninguna acción 
judicial que advierta sobre la presunta ilegalidad del sustento normativo del proceso de 
selección, lo que demuestra que sobre los mismos se presume su legalidad y ajuste a las 
normas jurídicas. Por lo que, se reitera, ante la pretensión de declarar nulidad, además de 
declararse por el juez de tutela su improcedencia, deberá advertirse al accionante sobre la 
existencia de la acción de nulidad regulada en el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011. 

 

• Manifiesta que, las peticiones invocadas en el presente trámite constitucional no tienen 
fundamento alguno y no pueden ser procedentes en el presente trámite constitucional. 

 

• Solicita que, se declare improcedente el presente trámite constitucional, toda vez que no 
existe vulneración alguna a los derechos fundamentales de la accionante por parte de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, y/o se nieguen las pretensiones. 

 
5.2. UNIVERSIDAD LIBRE: 
 
El doctor DIEGO HERNAN FERNANDEZ GUECHA en calidad de Apoderado Especial de la 
UNIVERSIDAD LIBRE, señala lo siguiente: 
 

• Resalta que, los argumentos formulados por la parte actora en la acción de tutela, la Litis 
que convoca se sustrae a determinar si la Comisión Nacional del Servicio Civil y la 
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Universidad Libre vulneraron los derechos fundamentales al debido proceso administrativo 
y los principios de publicidad, moralidad, buena fe, transparencia y coordinación, por cuanto 
la Universidad omitió publicar en la Guía de Orientación al Aspirante los escenarios o 
métodos de calificación para la prueba eliminatoria, así como el que el anexo de la licitación 
obliga al contratista a aplicar el escenario de mayor favorabilidad para la aspirante. 

 

• Que, el hecho primero no es cierto, en el sentido que efectivamente la Universidad Libre 
publicó la Guía de Orientación al Aspirante donde se encuentra las recomendaciones e 
instrucciones para la presentación de la prueba, así como en la página 34 se encuentra la 
forma en que los resultados serán calificados. 

 

• Menciona que, el hecho segundo, es parcialmente cierto, toda vez que como se indica en 
el hecho anterior, en la Guía de Orientación al Aspirante se establece la forma de 
calificación de la prueba. 

 

• Señala que, el hecho tercero, no es cierto, puesto que no existe ninguna omisión a la 
información, se le amplio la información al accionante a fin de dar respuesta clara y de fondo 
a las inconformidades presentadas. 

 

• Indica que, el hecho cuarto es cierto, se informa al Despacho que la calificación se realizó 
conforme a Derecho. 

 

• Que, el hecho quinto es cierto, se confirma con la respuesta a la reclamación contra los 
resultados de las pruebas escritas. 

 

• Manifiesta que, el hecho sexto es cierto, desde la publicación de la convocatoria el 
accionante conocía que las pruebas son eliminatorias, es decir, que de no aprobar no podría 
continuar en el proceso de selección. 

 

• Que, todo proceso de selección por concurso de méritos, la convocatoria es la regla a seguir 
tanto por la parte convocante como por todos y cada uno de los participantes o aspirantes, 
toda vez que la misma constituye: 

 

“(…) la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades 

contratadas para la realización del concurso y a los participantes, y como tal impone las reglas de 
obligatoria observancia para todos. En ella la administración impone los parámetros que guiarán el 

proceso y los participantes, en ejercicio del principio de la buena fe y la confianza legítima, esperan 

su observancia y cumplimiento. La Corte Constitucional, sobre este particular, ha considerado que 
el Estado debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en 

las convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales 

de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la publicidad, la 

imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los concursantes. En 
consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de auto vinculación y autocontrol porque la 

administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que 

califiquen para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada”. 
 

• Informa que, regido por los principios de mérito, libre concurrencia e igualdad en el ingreso, 
publicidad, transparencia, especialización de los órganos técnicos encargados de ejecutar 
los procesos de selección, imparcialidad, confiabilidad y validez de los instrumentos, 
eficacia y eficiencia, fue expedido el Acuerdo No. 2136 del 29 de octubre de 2021, “Por el 
cual se convoca y se establecen las reglas del proceso de selección para proveer los 
empleos en vacancia definitiva de Directivos Docentes y Docentes pertenecientes al 
Sistema Especial de Carrera Docente, que prestan su servicio en instituciones educativas 
oficiales que atienden población mayoritaria de la entidad territorial certificada en educación 
DISTRITO DE BARANQUILLA– Proceso de Selección No. 2181 de 2021 – Directivos 
Docentes y Docentes”. 

 

• Alega que, en la respectiva reclamación el aspirante puede solicitar el acceso a las pruebas 
por él presentadas, señalando expresamente el objeto y las razones en las que fundamenta 
su petición. 

 

• Que, a partir del día siguiente al acceso a los documentos objeto de reserva, el aspirante 
contará con un término de dos (2) días hábiles para completar su reclamación, para lo cual, 
se habilitará el aplicativo SIMO por el término antes mencionado. 
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• Establece que, para atender las reclamaciones, el ICFES, la universidad o institución de 
educación superior contratada, podrá utilizar la respuesta conjunta, única y masiva, de 
conformidad con la Sentencia T-466 de 2004 proferida por la Corte Constitucional y lo 
previsto por el artículo 22 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. 

 

• Ratifica que, la fecha que disponga la CNSC, que será informada con una antelación no 
inferior a cinco (5) días hábiles en sitio web www.cnsc.gov.co, enlace SIMO, el aspirante 
podrá ingresar al aplicativo con su usuario y contraseña, y consultar la respuesta a la 
reclamación presentada, que será emitida por el ICFES o Institución de educación superior 
contratada.”  

 

• Manifiesta que, la accionante, se inscribió para el empleo de Rector de la entidad territorial 
certificada en educación Distrital de Barranquilla- No Rural, identificada con el código OPEC 
185271, por lo tanto, para superar la prueba de aptitudes y competencias básicas, debía 
obtener un puntaje igual o superior a 60.00 puntos. 

 

• Resalta que, el único motivo de inconformidad de la accionante lo constituye el hecho de 
considerar que la CNSC y la Universidad libre están vulnerando sus derechos 
fundamentales al debido proceso administrativo y los principios de publicidad, moralidad, 
buena fe, transparencia y coordinación, por cuanto la Universidad omitió publicar en la Guía 
de Orientación al Aspirante los escenarios o métodos de calificación para la prueba 
eliminatoria, así como el que el se anexa de la licitación obliga al contratista a aplicar el 
escenario de mayor favorabilidad para el aspirante. 

 

• Establece que, los resultados preliminares de las pruebas de aptitudes y competencias 
básicas y la prueba psicotécnica, fueron publicados el 03 de noviembre de 2022, de ahí 
que, la Comisión Nacional del Servicio Civil mediante aviso publicado el día 27 de octubre 
de 2022, notificó a los aspirantes la apertura de la etapa de reclamaciones que se surtió los 
días 4, 8, 9, 10 y 11 de noviembre del mismo año. 

 

• Que, superada la etapa de reclamaciones, mediante aviso publicado el 15 de noviembre de 
2022 en el sitio web de la CNSC, se informó a los aspirantes que el acceso a pruebas se 
llevaría a cabo el día 27 de noviembre de la misma anualidad y, por ende, en consideración 
a las reglas del proceso de selección, la etapa de complementación a las reclamaciones se 
surtiría los días 28 y 29 de noviembre de 2022, como efectivamente se realizó. 

  

• Manifiesta que, en la etapa de acceso a pruebas los aspirantes tienen acceso al cuadernillo, 
la hoja de respuestas diligenciada y la hoja de respuestas clave (hoja con las respuestas 
correctas), esto para que los aspirantes puedan contar con la información necesaria para 
que, en caso de considerarlo pertinente, complementen la reclamación en los términos 
señalados para ello. 

 

• Establece que, la accionante efectivamente presentó reclamación dentro de los términos 
indicados previamente, la cual fue resuelta de fondo respuesta publicada a través del 
aplicativo SIMO el pasado 02 de febrero de la presente anualidad.  

 

• Informa que, en atención a la inconformidad con el método de calificación se precisa que la 
misma fue resuelta de fondo en la respuesta a la reclamación; motivo por el cual se reitera 
en lo pertinente por encontrarse ajustadas a derecho. 

 

• Que, en cuanto al método de calificación se explicó: 
 

“En relación con la calificación de la prueba eliminatoria, se informa que, para el cálculo de la 
puntuación se utilizó el método de calificación con ajuste proporcional. El método está basado en la 

proporción de referencia para cada grupo de aspirantes según la OPEC a la que se inscribieron. 

Tenga en cuenta que la proporción de referencia en su OPEC es: 0.78180 y su proporción de aciertos 
es: 0.75454. 

 

• Señala que, en relación con el hecho de no haberse publicado en la Guía de Orientación el 
método de calificación a aplicar; es preciso indicar que expone diferentes argumentos que 
en su criterio justifican el que debía realizarse dicha publicación, particularmente en 
comparación con la información plasmada en la Guía de Orientación al Aspirante del 
Concurso de mérito para la provisión del empleo de Personero Municipal de Cajicá la cual 
es mencionada en la razón dos del líbelo de tutela y sobre la que concluye: 
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“Queda demostrado que los escenarios o métodos de calificación para una prueba eliminatoria de 

un concurso de méritos pueden ser publicados de manera detallada en la GOA, no se necesita las 
pruebas contestadas por parte de los aspirantes. Por lo tanto, señor juez, la omisión de Unilibre 

resulta inexcusable.”, es preciso aclarar que la carrera administrativa es un sistema técnico de 

administración de personal, que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública 

y ofrecer; estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio público. 
Para alcanzar este objetivo, el ingreso y la permanencia en los empleos de carrera administrativa se 

hará exclusivamente con base en el mérito, mediante procesos de selección en los que se garantice 

la transparencia y la objetividad, sin discriminación alguna. 
 

• Que, no es procedente hacer comparación entre un Proceso de Selección y otro, como 
quiera que para la expedición de la mismas se debe tener en cuenta, entre otros temas, el 
entorno socio económico, demográfico, cultural, así como las entidades en donde se 
encuentran los cargos sujetos al sistema de carrera a proveer. 

 

• Indica que, en relación con el incumplimiento de lo dispuesto en el anexo de la licitación en 
material de los contenidos de la Guía de Orientación al Aspirante se precisa que, conforme 
el Anexo N° 1 de Especificaciones y Requerimientos Técnicos de la Licitación Pública 
CNSC –LP-002 de 2022, el operador (Universidad Libre) tenía como obligación elaborar y 
entregar un documento para la prueba escrita que se publicaría en el sitio web de la CNSC 
para consulta de los aspirantes, denominado Guía de orientación al aspirante (GOA), 
documento que fue publicado el 26 de agosto de 2022.  

 

• Considera que, la Prueba de Conocimientos Específicos y Pedagógicos para el contexto 
Rural, la Prueba de Aptitudes y Competencias Básicas para el Contexto No Rural y la 
Prueba Psicotécnica para ambos contextos, serán calificadas conforme a los parámetros 
establecidos en los Acuerdos del Proceso de Selección. 

 

• Señala que, la calificación de estas pruebas se realizará por grupo de referencia y el 
resultado de cada una se notificará en una escala de cero (0.00) a cien (100.00) puntos con 
dos cifras decimales truncadas, por ejemplo, si la puntuación con cinco decimales es igual 
a 98,45989, al truncarla, para que solamente queden dos decimales, la calificación sería 
98,45. Para efectos de procesar las respuestas durante la calificación, se aplicarán 
procedimientos matemáticos y estadísticos utilizados en pruebas con características 
similares, como puntuación directa o puntuación directa ajustada. 

 

• Manifiesta que, frente a los procesos desarrollados posteriormente por la universidad como 
operador, se garantiza el derecho a la defensa y contradicción contra la fase de pruebas 
escritas. Es por lo que, en etapa de respuesta a las reclamaciones o acciones judiciales 
interpuestas por los aspirantes se da respuesta a las pretensiones de estos. Para el caso 
en particular el tutelante solicitó, entre otras cosas, conocer el desarrollo del método de 
calificación, pretensión que fue atendida de fondo en la respuesta a la reclamación 
publicada el 02 de febrero del 2023. 

 

• Comunica que, la accionante en el escrito de tutela manifiesta la vulneración al principio de 
buena fe y confianza legítima, indicando que la Universidad “se obliga a la aplicación del 
escenario de mayor favorabilidad para el aspirante”, ante esto, es menester traer a colación 
la definición que versa en el Anexo 1. Especificaciones y requerimientos técnicos y demás 
documentos del Proceso de selección, sobre un “Concurso de méritos”: 

 

“Proceso de selección que se adelanta para proveer vacantes de empleos de carrera administrativa, 
a través del cual los aspirantes demuestran las calidades académicas, la experiencia y las 

competencias requeridas para el desempeño de los mismos.” 
 

• Solicita que, se DECLARE IMPROCEDENTE LA PRESENTE ACCIÓN DE TUTELA, pues 
como se expuso a lo largo del documento, la Universidad Libre no ha vulnerado los 
derechos fundamentales al debido proceso administrativo y los principios de publicidad, 
moralidad, buena fe, transparencia y coordinación, incoados por la accionante. 

 
VI. DERECHOS INVOCADOS: 

 
El accionante considera vulnerados sus derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO. 
 

VII. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO: 
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7.1. Competencia. 
 
El artículo 86 de la Constitución Nacional establece la regla general de que la acción de tutela 
puede ser presentada ante cualquier juez, en todo momento y lugar, en busca de la protección 
inmediata de los derechos constitucionales fundamentales vulnerados o amenazados por la 
acción u omisión de cualquier autoridad pública. 
 
Los Decretos 2591/91, 306/92, 1382/00, reglamentan la acción de tutela y señalan que ella 
sólo es procedente cuando no existen otros medios o mecanismos de defensa por su carácter 
residual y subsidiario que lo definen a la luz de lo consagrado en el artículo 86 de la 
Constitución Nacional; excepto cuando se utilice como mecanismo de transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable o inminente. 
 
Como consecuencia de lo anterior, y de lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 
1991, este Despacho es competente para conocer en primera instancia de la acción de tutela 
ejercida por la señora MARILUZ DALLYS RAMIREZ VARELA, en contra de la UNIVERSIDAD 
LIBRE y la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC, por la presunta vulneración 
del derecho fundamental al DEBIDO PROCESO. 
 
7.2. De la acción de tutela 
 
El Estado garantiza a las personas el derecho a un proceso justo y adecuado, por lo que, en 
cualquier procedimiento administrativo, judicial, disciplinario, etc., deben respetarse los 
derechos fundamentales. Para evitar abusos que pueda cometer la administración, por lo que 
el DEBIDO PROCESO, apunta hacia la erradicación de la arbitrariedad, impidiendo que se 
obstaculice también, el DERECHO DE DEFENSA. 
 
El Debido Proceso tiene reglas de legitimación, representación, notificación, términos, 
competencias, recursos, garantías a favor del administrado, etapas que deben cumplirse, etc., 
y con el fin de para evitar arbitrariedad y asegurar una organización administrativa racional. 
 
Este derecho al DEBIDO PROCESO aparece consignado en la Carta Magna en su artículo 
29, cuyo carácter fundamental proviene de su estrecho vínculo con el principio de legalidad al 
que deben ajustarse no solo las actuaciones judiciales, sino también las administrativas en la 
definición de los derechos de los individuos. Es pues, una defensa de los procedimientos, en 
especial de la posibilidad de ser oído y vencido en juicio, según la fórmula clásica o lo que es 
lo mismo de la posibilidad de ejercer el derecho de defensa. 
 
El derecho al DEBIDO PROCESO comprende no solo la observancia de los pasos que la ley 
impone a los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también el 
respeto de las formalidades propias de cada juicio, que se encuentran en general, contenidos 
en los principios que los inspiran, el tipo de interés en litigio, las calidades de los jueces y 
funcionarios encargados de resolver. 
 
En el caso que nos ocupa, encontramos que se demanda el derecho fundamental al DEBIDO 
PROCESO, presuntamente vulnerados por parte de la UNIVERSIDAD LIBRE y la COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC, considerando la accionante que Unilibre omitió 
publicar en la GOA los escenarios o métodos de calificación para la prueba eliminatoria, 
incumpliendo una de las obligaciones de HACER derivada de la licitación adjudicada por la 
CNSC, esta es, presentar en la GOA los escenarios de calificación para la prueba eliminatoria, 
que podían ser la escala de centil, baremo normalizado o no normalizado y/o puntuación 
directa y que además de todos estos escenarios, debió apl.icarse el escenario de calificación 
de mayor favorabilidad para el aspirante. Todo esto, de conformidad con el numeral 4.2.1. del 
Anexo Nº1 de la Licitación Pública CNSC – LP – 002 de 2022. Considera que se deben 
suspender las siguientes etapas del proceso de selección únicamente en la OPEC 185271 
correspondiente al cargo de rector para la Secretaría de Educación Distrital de Barranquilla, 
ordenando a las accionadas la aplicación de la metodología de puntuación directa para emitir 
la puntuación definitiva de su prueba eliminatoria. 
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7.3. Asunto jurídico: 
 
La sentencia T-623 de 2009, señala lo siguiente: 
 

Segunda. Lo que se debate. 
 

Corresponde a esta Sala decidir si en el caso sometido a revisión prospera la demanda de tutela, 

en cuanto el actor considera que la Universidad del Sinú y la Comisión Nacional del Servicio Civil 

vulneraron sus derechos fundamentales “a la igualdad, al trabajo y al debido proceso”, al no tener 

en cuenta su título de bachiller pedagógico y excluírsele de la lista de elegibles, en la convocatoria 
para la provisión de docentes y directivos docentes en el Departamento de Sucre. 
 

Tercera. La existencia de otro mecanismo de defensa judicial eficaz hace improcedente la acción 

de tutela, salvo que exista un perjuicio irremediable. Reiteración de jurisprudencia. 
 

La Corte reiteradamente ha señalado que uno de los factores de procedencia de la acción de tutela 

está supeditado a la inexistencia o la ineficacia del medio de defensa judicial ordinario, cuando 

éste es idóneo para restablecer el derecho atacado, situación que podrá determinarse por el juez 

de tutela en el caso concreto, frente a los hechos y el material probatorio correspondiente[1]. 
 

El inciso 3° del artículo 86 de la Constitución somete la acción de tutela al presupuesto de 

subsidiariedad, esto es, que el presunto afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 

salvo cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En 
desarrollo de la norma superior, en el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 taxativamente se 

consagraron las causales de improcedencia de la acción de tutela (num. 1°). 
 

Esa subsidiaridad guarda relación con el papel que también le corresponde al juez en sus 

actividades comunes, como guardián de los derechos fundamentales y de la Constitución que en 

todo proceso le corresponde ser[2]. Así, deviene claramente que la acción de tutela, por su carácter 

excepcional, no es el mecanismo a utilizar per se para obtener el amparo de derechos fundamentales 

cuando exista otra vía de defensa judicial, salvo que se configure un perjuicio irremediable, el cual 

ha de estar probado y debe ser inminente y grave[3]. 
 

Cabe repetir, de esta manera, que el carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela 

implica que ésta sólo pueda ser ejercida cuando no se disponga de otro mecanismo de defensa 
judicial, o en el evento en que aun existiendo resulte ineficaz, o que sea necesario el amparo, en 

forma transitoria, para evitar que se produzca un perjuicio irremediable. 
 

Al respecto en sentencia T-128 de febrero 22 de 2007, con ponencia del Magistrado Manuel José 

Cepeda Espinosa, esta corporación expuso: 
 

“… dado que contra los actos administrativos que vulneran un derecho fundamental 

particular, procede la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y que al 

emplear dicha vía, el interesado puede solicitar la suspensión provisional del acto, la 

Corte ha considerado que ‘no le es dable al juez de tutela entrar, mediante una 

decisión judicial, a revivir los términos para interponer recursos que en su momento 

no fueron utilizados, o revivir los términos de caducidad establecidos para ejercer 

las acciones judiciales procedentes, pues la acción de tutela no es un mecanismo 
judicial, alterno, supletivo, concomitante o una tercera instancia, a la cual se pueda 

acudir para remediar aquellas actuaciones judiciales dejadas de hacer por la 

negligencia o mera liberalidad del particular, como tampoco para reemplazar al juez 

ordinario al que eventualmente le corresponda dirimir determinado asunto en virtud 

del ejercicio de la acción judicial correspondiente.’[4] 
 

La Corte Constitucional ha señalado que en los eventos excepcionales en los que 

procede la tutela contra actos administrativos que vulneren derechos fundamentales, 

por regla general, ésta se concede como mecanismo transitorio. Así lo señaló en la 

sentencia T-514 de 2003[5] en donde indicó al respecto lo siguiente: 
 

‘la Corte concluye (i) que por regla general, la acción de tutela es improcedente como 

mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales que resulten 

amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos, 
como quiera que existen otros mecanismos tanto administrativos como judiciales 

para su defensa; (ii) que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio 

contra las actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar la configuración de 

un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el juez de tutela podrá 

suspender la aplicación del acto administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 de 1991) 

u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras 

se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo’. 
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No obstante, esta Corporación también ha admitido que en ciertos casos, cuando 

existe una vía de hecho en un acto administrativo y se observa la existencia de un 

perjuicio irremediable, la acción de tutela procederá no sólo como mecanismo 

transitorio, sino que excepcionalmente podrá concederse de forma definitiva[6].” 
 

Por tanto, como regla general relacionada con lo anteriormente expuesto, la acción de tutela que 

pretenda atacar un acto administrativo es improcedente, pues en el ordenamiento jurídico está 

consagrada la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, medio de defensa judicial propio, 

específico y eficaz, que inclusive prevé la suspensión provisional, excluyendo la protección prevista 

en el artículo 86 de la Carta, salvo la existencia de un perjuicio irremediable. 
 

Cuarta. El caso bajo estudio. 
 

1. Corresponde a la Sala de Revisión determinar si en realidad fueron conculcados los derechos 

fundamentales reclamados por el actor, debido a que presentó en junio de 2006 prueba para el 

concurso público abierto de méritos tendiente a proveer cargos directivos y docentes etno 

educadores en el Departamento de Sucre (f. 16 cd. inicial), obteniendo como puntaje 65.73 con 

resultado aprobado, pero fue excluido por no haber acreditado título de licenciado o profesional. 

Adicional a ello, en octubre de 2008 la Gobernación de Sucre dio por terminado su nombramiento 

como docente en provisionalidad. 
 

Posteriormente, allegó diploma y acta de grado como licenciado en educación básica con énfasis 

en humanidades, lengua castellana e inglés, con graduación en diciembre de 2007. 
 

Se debate entonces la legalidad de los actos mediante los cuales se dispuso excluir del concurso de 
méritos al demandante, asunto que debe resolver la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 

si el peticionario ejerciere la acción correspondiente. Por ello, es en esa esfera de la Administración 

de Justicia donde procedería decidir acerca de la presunta violación del artículo 73 del Código 

Contencioso Administrativo, de insistirse sobre las circunstancias dentro de las cuales se ha 

expedido un acto y las consecuencias eventualmente generadas en contra de derechos 

fundamentales. 
 

Así las cosas, ante actos administrativos, amparados por la presunción de legalidad, que generen 

inconformidad en cuanto a consecuencias consideradas como ilegítimamente nocivas, la preceptiva 

vigente prevé los mecanismos contenciosos y los estrados judiciales competentes. 

Consecuentemente, si la legalidad de los actos reprochados no ha sido cuestionada ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, no es la acción de tutela el medio idóneo para 
encauzar pretensiones no reclamadas apropiadamente. 
 

2. Reiterando lo expuesto, en términos normativos y jurisprudenciales, la acción de tutela ha sido 

concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones creadas por actos u omisiones que 

impliquen vulneración o amenaza de derechos fundamentales, frente a lo cual el sistema jurídico 

no tenga previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces. 
 

Entonces, como ha establecido la Corte Constitucional en desarrollo del inciso 3° del artículo 86 

superior, hay lugar a la procedencia de la acción cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. El numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, por el cual se reglamentó 

este instrumento de amparo, señala que la existencia de esos medios de defensa principales debe 

ser apreciada en concreto, en lo que respecta a su eficiencia, frente a las circunstancias particulares 
en las que se encuentra el solicitante. 
 

Tal perjuicio irremediable también se estructura cuando: “(i) los medios de defensa ordinarios no 

sean idóneos para evitar o poner fin a la vulneración del derecho fundamental invocado, y (ii) que 

en el caso concreto se requiera de medidas urgentes e impostergables para evitar la consumación 

del perjuicio irremediable, así existan otros medios de defensa judicial, pero no expeditos, para la 

protección de los derechos afectados.”[7] 
 

3. De lo antes anotado se colige que, en presencia de otros mecanismos de defensa judicial, es 

imperativo para el Juez de tutela comprobar con certeza que esos medios resultan ineficaces para 

la protección de los derechos fundamentales, o que la existencia de circunstancias especiales en las 

que se encuentra el peticionario, hace que el juicio de procedibilidad del amparo sea efectuado con 
un criterio más amplio. 
 

En conclusión y como bien se decidió en las instancias, no es la acción de tutela el instrumento 

adecuado para que el actor cuestione el incumplimiento de los requisitos mínimos para concursar. 

Por ello, al tenor de lo expuesto, la presente acción se torna improcedente. 

 
Como lo ha expresado en diferentes ocasiones la Honorable Corte Constitucional, la acción 
de tutela, consagrada en el artículo 86 Superior, ha sido establecida como un mecanismo de 
carácter excepcional, residual, encaminado a la protección directa, efectiva e inmediata de los 
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derechos fundamentales de las personas frente a las violaciones o vulneraciones de que 
pueden ser objeto, bien por parte de las autoridades públicas, o de los particulares, en los 
casos previstos en la ley. 
 
De igual forma, la Corte ha sido clara en señalar que la acción de tutela resulta improcedente 
cuando quien la instaura dispone de otro medio de defensa judicial para la protección de su 
derecho, a menos de que se instaure como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. Lo anterior quiere decir entonces, que es requisito indispensable para su 
procedencia la inexistencia de otro mecanismo idóneo de defensa judicial, a través del cual el 
interesado pueda reclamar válida y efectivamente la protección del derecho que considera 
conculcado o amenazado. Es en este sentido que, en varias oportunidades, la Corte ha 
resaltado el carácter subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos 
esenciales.1 
 
Igualmente, ha sostenido la Corte que el amparo no busca excluir a la jurisdicción ordinaria 
del conocimiento de los asuntos que le son propios. La tutela es un mecanismo que asegura 
en forma especial y excepcional la intangibilidad del núcleo esencial de los derechos 
fundamentales vulnerados, cuando no existan instrumentos ordinarios que permitan dicha 
protección. Por ello, la acción de tutela resulta improcedente, en virtud de su naturaleza 
subsidiaria y residual, cuando el actor tiene o tuvo a su disposición otros mecanismos judiciales 
de defensa.2 
 
Es que la acción de tutela fue instituida exclusivamente para resolver controversias de orden 
constitucional, y, por lo tanto, a través de este mecanismo, no es dable ventilar controversias 
que versen sobre derechos de diferente rango. 
 
Ahora bien, existiendo otro medio de defensa judicial, en principio, no es la Acción de Tutela 
el mecanismo adecuado para la protección de los intereses de la señora MARILUZ DALLYS 
RAMIREZ VARELA, según las voces del artículo 86 de la Constitución, a cuyo tenor "esta 
acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial". 
 
La Corte Constitucional en sentencia T-091 de 2018, reitera esta posición y dice que: 
 

3.3. Subsidiariedad 
 

44. La acción de tutela procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial efectivo 

para la protección de sus derechos fundamentales o, en caso de existir tal recurso judicial, se ejerza 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable3. El carácter subsidiario de esta 

acción “impone al interesado la obligación de desplegar todo su actuar dirigido a poner en marcha los 

medios ordinarios de defensa ofrecidos dentro del ordenamiento jurídico para la protección de sus 

derechos fundamentales (…) y sólo ante la ausencia de dichas vías o cuando las mismas no resultan 

idóneas para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, resulta admisible acudir a la acción de 

amparo constitucional”4. 
 

45. No obstante, la Corte ha advertido que el estudio de la subsidiariedad de la acción de tutela no 

consiste en una mera verificación formal de la existencia de otros mecanismos judiciales o 

administrativos5. Por el contrario, le corresponde al juez constitucional analizar la situación particular 

del accionante y los derechos cuya protección se solicita, con el fin de comprobar si aquellos resultan 

eficaces para la protección de los derechos fundamentales6. Por ejemplo, en los asuntos que involucran 
derechos fundamentales de niños, niñas y adolescentes, el análisis del cumplimiento del requisito de 

subsidiariedad es menos riguroso, debido al interés superior de los menores de edad, garantizado por el 

artículo 44 de la Constitución. 
 

46. De manera reiterada, la Corte ha advertido que el juez constitucional debe determinar si los medios 

de defensa judicial disponibles le otorgan una protección eficaz y completa a quien acude a la acción 

tutela7. Si no es así, puede otorgar el amparo de dos maneras distintas: (i) como mecanismo transitorio, 

mientras se resuelve el caso a través de la vía ordinaria, y (ii) como mecanismo eficaz de protección de 

 
1  Ver, entre otras, las sentencias T-568 de 1994, T-654 de 1998 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, T-684 de 1998 M.P. Alfredo 

Beltrán Sierra. 
2  T-669 de 1996 M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
3 Constitución Política, artículo 86.  
4 Corte Constitucional, Sentencia SU-037 de 2009. 
5 Corte Constitucional, Sentencia T-721 de 2012. 
6 Corte Constitucional, sentencias T-043 de 2014, T-402 de 2012 y T-235 de 2010. 
7 Ver, entre otras, las sentencias SU-961 de 1999, SU-1052 de 2000, T-747 de 2008, T-500 de 2002, T-179 de 2003, T-705 de 
2012 y T-347 de 2016. 
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los derechos fundamentales. La primera posibilidad implica que si bien las acciones ordinarias pueden 

proveer un remedio integral, no son lo suficientemente expeditas para evitar un perjuicio irremediable. 

La segunda, que el medio de defensa ordinario no ofrece una solución integral para la protección de los 

derechos fundamentales comprometidos. 
 

47. La existencia de las otras vías judiciales debe ser analizada en cada caso concreto, en cuanto a su 

eficacia. Si no permiten resolver el conflicto en su dimensión constitucional o no ofrecen una solución 

integral para el derecho comprometido, es procedente la acción de tutela como mecanismo de amparo 

definitivo de los derechos fundamentales invocados. 

 
La sentencia T-375 de 2018 nuevamente se pronuncia y dice que:  
 

Subsidiariedad 
 

1. El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, implica que la acción de 

tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se 

utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Sobre el carácter subsidiario 
de la acción, la Corte ha señalado que “permite reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos 

ordinarios de protección judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los 

derechos”8. Es ese reconocimiento el que obliga a los asociados a incoar los recursos jurisdiccionales 

con los que cuenten para conjurar la situación que estimen lesiva de sus derechos. 
 

En otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios y extraordinarios que 

el sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que amenaza o lesiona sus derechos, de tal 

manera que se impida el uso indebido de este mecanismo constitucional como vía preferente o instancia 

judicial adicional de protección. 
 

2. No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de 

subsidiariedad que rige la acción de tutela, debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en aquellos 

eventos en que existan otros medios de defensa judicial, esta Corporación ha determinado que existen dos 

excepciones que justifican su procedibilidad9:  
 

(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las controversias no es idóneo 

y eficaz conforme a las especiales circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como mecanismo 

definitivo; y,  
 

(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no impide la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de tutela procede como mecanismo transitorio.  
 

3. En cuanto a la primera hipótesis, que se refiere a la idoneidad del medio de defensa judicial al alcance 

del afectado, se tiene que ésta no puede determinarse en abstracto sino que, por el contrario, la aptitud 

para la efectiva protección del derecho debe evaluarse en el contexto concreto10. El análisis particular 

resulta necesario, pues en éste podría advertirse que la acción ordinaria no permite resolver la cuestión 

en una dimensión constitucional o no permite tomar las medidas necesarias para la protección o 

restablecimiento de los derechos fundamentales afectados. 
 

4. Ahora bien, en cuanto a la segunda hipótesis, cabe anotar que su propósito no es otro que el de conjurar 

o evitar una afectación inminente y grave a un derecho fundamental. De este modo, la protección que 

puede ordenarse en este evento es temporal, tal y como lo dispone el artículo 10º del Decreto 2591 de 

1991, el cual indica: “[e]n el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que 
su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad judicial competente utilice para 

decidir de fondo sobre la acción instaurada por el afectado”. 
 

Así mismo, dicha excepción al requisito de subsidiariedad exige que se verifique: (i) una afectación 

inminente del derecho -elemento temporal respecto del daño-; (ii) la urgencia de las medidas para 

remediar o prevenir el perjuicio irremediable; (iii) la gravedad del perjuicio -grado o impacto de la 

afectación del derecho-; y (iv) el carácter impostergable de las medidas para la efectiva protección de las 

garantías fundamentales en riesgo11.  
 

5. Las anteriores reglas implican que, de verificarse la existencia de otros medios judiciales, siempre se 

debe realizar una evaluación de la idoneidad de los mismos en el caso concreto, para determinar si 

aquellos tienen la capacidad de restablecer de forma efectiva e integral los derechos invocados. Este 

análisis debe ser sustancial y no simplemente formal, y reconocer que el juez de tutela no puede suplantar 

 
8 Sentencia T-603 de 2015 (M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado); Sentencia T-580 de 2006 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa). 
9 Sentencia T-662 de 2016 (M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado). 
10 Sobre el particular, la Corte ha establecido que “el medio debe ser idóneo, lo que significa que debe ser materialmente apto 
para producir el efecto protector de los derechos fundamentales. Además, debe ser un medio eficaz, esto es, que debe estar 

diseñado de forma tal que brinde oportunamente una protección al derecho” (Sentencia T-040 de 2016. M.P. Alejandro Linares 
Cantillo). 
11 Sentencias: T-225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-789 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), entre otras. 
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al juez ordinario. Por tanto, en caso de evidenciar la falta de idoneidad del otro mecanismo, la acción 

puede proceder de forma definitiva. 

 
Igualmente el asunto que nos atañe es ajeno al ámbito de la jurisdicción constitucional en sede 
de tutela, por la naturaleza puramente legal de sus pretensiones cuya definición cuenta con 
las instancias, medios y procedimientos administrativos y judiciales ordinarios 
correspondientes y en los eventos en que la función del juez sea prevenir una posible amenaza 
contra derechos fundamentales, no es posible ordenar un pronunciamiento declarativo de 
derechos de competencia de otras jurisdicciones, debido a que una decisión de esa naturaleza 
debe ser objeto de debate, acumularse suficiente material probatorio y elementos de juicio que 
permitan fundamentar una decisión de esa categoría. Lo que, en un procedimiento tan corto, 
como lo constituye la acción de tutela, no es dado emitirlo. 
 
El reconocimiento de las pretensiones que desea obtener la accionante mediante la acción de 
tutela tiene reconocido en el ordenamiento jurídico un término procedente y unas instancias 
especiales, que, está en cabeza de las entidades pertinentes (UNIVERSIDAD LIBRE y 
COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC), encargadas de resolver el litigio que 
por dicho motivo se produzca. Cuenta entonces el accionante, con otros medios idóneos para 
reclamar la protección a los derechos invocados y no es, repetimos, en sede de tutela, dada 
la característica residual, subsidiaria y extraordinaria que tiene este mecanismo constitucional. 
 
La accionante está en condiciones de ejercer ante las entidades correspondientes las 
pretensiones reclamadas por esta vía, las cuales, por razones legales, le corresponde dirimir 
a aquellas instancias, de conformidad a lo plasmado en la parte motiva de esta decisión. 
 
En el informativo no aparecen factores objetivos que demuestren circunstancias 
extraordinarias y apremiantes que ameriten la prevalencia del amparo constitucional sobre la 
vía legales correspondientes, por lo que no debe ser dilucidado por vía de tutela. 
 
Cabe resaltar que las actuaciones cuestionadas por la accionante no constituyen un perjuicio 
irremediable que amerite la protección, de manera excepcional, por vía de la acción de tutela. 
Específicamente en lo relacionado con el perjuicio irremediable, la Corte Constitucional ha 
establecido que: 
 

"En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este exige un considerable 

grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, 
la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un 

detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea 

susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para 

superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente 

a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. 

Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios 

de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable."12 

 
En el presente caso no fue acreditada la existencia de un perjuicio irremediable que amerite la 
procedencia excepcional de la tutela, El eventual perjuicio ocasionado a la actora, no comporta 
la consumación de un daño antijurídico de carácter irreparable que no pueda ser cuestionable 
mediante la protección que ofrecen los otros medios judiciales y extrajudiciales existentes, por 
lo que corresponde a la justicia ordinaria definir la legalidad de tal medida. Entonces, resulta 
claro para esta agencia judicial, que es improcedente conceder la presente Acción de Tutela 
como mecanismo transitorio, por cuanto no existe ni está demostrado que se haya causado 
un perjuicio irremediable, el cual es entendido como el que emerge grave e inminente, no 
superable de otra forma, sino a través del amparo constitucional. Pero, en este asunto, no 
refulge ninguna evidencia o elemento probatorio que nos permita suponer fundadamente que 
los derechos alegados por el actor se encuentran en vía de extinción y que solo por medio de 
esta acción, es posible su protección; pues recuérdese que no nos encontramos frente a una 
lesión del mínimo vital, y, por ende, lesión a su subsistencia; por lo que huelga concluir que no 
se materializa ningún perjuicio irremediable, que viabilice su otorgamiento, ni siquiera como 
mecanismo transitorio. 

 
12 Sentencia T-1316 de 2001. 
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En resumen, dos causales de improcedencia se presentan en este caso, siendo estas: (I) Para 
la protección de los derechos reclamados, la actora cuenta con otros mecanismos de defensa 
judicial, que deben ejercitarse y, (II) En el presente caso no fue acreditada la existencia de un 
perjuicio irremediable que amerite la procedencia excepcional de la tutela. 
 
7.4. DERECHO A LA IGUALDAD: 
 
El derecho a la igualdad es aquel derecho que tienen todos los seres humanos a ser 
reconocidos como iguales ante la ley, y de disfrutar de todos los demás derechos otorgados 
de manera incondicional, es decir, sin discriminación por motivos de nacionalidad, raza, 
creencias o cualquier otro motivo. 
 
La igualdad es ante la ley (igualdad formal) y ante las diferentes regulaciones económicas y 
sociales que se deben llevar a cabo, dentro de las prácticas sociales, (igualdad material) y en 
ese orden de ideas, es el Estado quien debe promover las condiciones para que la igualdad 
sea real y efectiva, adoptando medidas en favor de grupos discriminados o marginados.  
 
En relación con la violación al derecho a la igualdad, señalado por la accionante, vemos que 
no está demostrado que haya sido tratado por las accionadas en forma diferentes a los demás 
participantes que están en sus mismas condiciones. Por ello no podemos decir que se haya 
vulnerado este derecho, cuando no presenta la prueba sumaria de esta vulneración. 
 
Este despachador constitucional reitera que la accionante cuenta con las instancias, medios y 
procedimientos administrativos y judiciales ordinarios, en los cuales se recaudará suficiente 
material probatorio y elementos de juicio que permitan fundamentar una decisión de esa 
categoría, lo que no es dable en el corto término de la acción constitucional. 
 
Por lo anterior, se DECLARARÁ IMPROCEDENTE la acción de tutela instaurada por la señora 
MARILUZ DALLYS RAMIREZ VARELA en contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL, a la UNIVERSIDAD LIBRE, en la cual se vinculó a las personas que 
participan en el proceso de selección de Directivos Docentes y Docentes – Población 
Mayoritaria – 2150 a 2237 de 2021 y 2316 de 2022 - cargo de rector en la Secretaría de 
Educación Distrital de Barranquilla, correspondiente a la OPEC 185271. 
 
Se ordenará a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC y a la UNIVERSIDAD 
LIBRE, notifiquen a través de su portal Web o de cualquier medio disponible, a todos las 

personas que participan en el proceso de selección de Directivos Docentes y Docentes – 
Población Mayoritaria – 2150 a 2237 de 2021 y 2316 de 2022 - cargo de rector en la Secretaría 
de Educación Distrital de Barranquilla, correspondiente a la OPEC 185271, vinculados en esta 
actuación, de la presente decisión. 
 
En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO PENAL DEL CIRCUITO CON 
FUNCIONES DE CONOCIMIENTO DE BARRANQUILLA, administrando justicia en nombre 
de la República y por autoridad constitucional, 
 

FALLA: 
 
1.- DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela instaurada por la señora MARILUZ 
DALLYS RAMIREZ VARELA en contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, a 
la UNIVERSIDAD LIBRE, en la cual se vinculó a las personas que participan en el proceso de 
selección de Directivos Docentes y Docentes – Población Mayoritaria – 2150 a 2237 de 2021 
y 2316 de 2022 - cargo de rector en la Secretaría de Educación Distrital de Barranquilla, 
correspondiente a la OPEC 185271, por las razones anotadas en la parte motiva de este fallo. 
 
2.- ORDENAR a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC y a la 
UNIVERSIDAD LIBRE, notifiquen a través de su portal Web o de cualquier medio disponible, 
a todos las personas que participan en el proceso de selección de Directivos Docentes y 
Docentes – Población Mayoritaria – 2150 a 2237 de 2021 y 2316 de 2022 - cargo de rector en 
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la Secretaría de Educación Distrital de Barranquilla, correspondiente a la OPEC 185271, 
vinculados en esta actuación, de la presente decisión. 
 
3.- NOTIFICAR a las partes por el medio más eficaz. 
 
4.- Contra la presente decisión procede recurso de impugnación dentro de los tres (3) días 
siguientes a la notificación, acorde con el artículo 31 del decreto 2591/91. En caso de no ser 
impugnada se remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Si no fuese 
seleccionada por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL para su eventual revisión, una 
vez recibida en el despacho, archívese. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

PABLO ANDRÉS VILLAMIL DUARTE 
JUEZ 

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04pctoconbqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co

